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Vistos los autos: “De Souza, Liz Helena s/ extradición”. 

Considerando: 

1°) Que el señor juez a cargo del Juzgado Federal en 

lo Criminal y Correccional nº 1 de Lomas de Zamora, Provincia de 

Buenos Aires, declaró improcedente la extradición de Liz Helena 

De Souza solicitada por el Décimo Segundo Juzgado de Circuito 

Judicial del Primer Distrito Judicial de Panamá por el delito 

contra el orden económico en la modalidad de blanqueo de 

capitales. 

2°) Que en contra de lo así resuelto el representante 

del Ministerio Público Fiscal en esa instancia interpuso recurso 

ordinario de apelación que fue concedido y fundado en esta 

instancia por el señor Procurador General de la Nación interino. 

A su turno, el señor Defensor General Adjunto de la Nación 

solicitó que se confirmara la sentencia apelada.  

3º) Que el a quo consideró que no se había cumplido 

en autos con el requisito previsto en el artículo 5, inciso b de 

la Convención sobre Extradición suscripta en Montevideo en 1933 

-aprobada por decreto-ley 1638/1956- según el cual cuando el

individuo es solamente un acusado, el pedido de extradición debe 

acompañarse, entre otros, de “…una copia auténtica de la orden 

de detención, emanada de juez competente…”. 

Para así concluir sostuvo que la orden de detención 

acompañada por el país requirente no cumplía con esa exigencia 
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porque emanaba “…de la Fiscalía Especial Anticorrupción del 

Estado de Panamá que fue, en definitiva, la que insertó la 

captura internacional de la Sra. De Souza”. Ello en referencia a 

la resolución de detención nº 1-19 del 11 de enero de 2019 

dictada por la Fiscal Especial de Anticorrupción de la 

Procuraduría General de la Nación, Licenciada Tania I. Sterling 

(fs. 131/141) y la posterior nº 5, de fecha 18 de enero de 2019, 

mediante la cual esa misma Fiscal autorizó a la Oficina Central 

Nacional Interpol Panamá a que emitiera notificación roja contra 

la requerida por el delito referido (fs. 142/144). 

Tampoco consideró suficiente, a los fines de cumplir 

con la exigencia convencional bajo examen, la resolución de 

fecha 18 de junio de 2019 -en alusión a la pieza procesal 

extranjera obrante a fs. 209/213- mediante la cual el juez 

Décimo Segundo de Circuito Judicial del Primer Distrito Judicial 

de Panamá -el Licenciado Oscar Ernesto Carrasquilla Rodríguez- 

solicitó la “detención preventiva con fines de extradición” de 

De Souza. Al respecto, entendió que la misma solo tenía por 

finalidad que la requerida fuera detenida para ser extraditada 

cuando lo exigible era que se enviara “también la resolución 

judicial que dispuso la detención de la justiciable en la 

República de Panamá”. 

A esos efectos, invocó distintas resoluciones de la 

Corte Suprema que identificó, luego de lo cual destacó que “…sin 

perjuicio de que el país requirente haya podido reformar su 

sistema procesal, el Tratado que rige el caso no ha sido 
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modificado a la fecha, encontrándose prohibida la analogía en el 

derecho penal ‘in malam parte’, es decir, aquella que resulta 

extensiva de la punibilidad”. Y que si bien, en el caso, se 

advertía “…la voluntad estatal del país requirente, la misma no 

puede ser equiparada a voluntad jurisdiccional…” en tanto 

constituye un “…presupuesto necesario para la procedencia de 

toda extradición y condiciona el principio de colaboración 

internacional en materia penal”. 

En esa línea, el señor Defensor General Adjunto de la 

Nación, al mejorar los fundamentos del auto apelado, sostuvo que 

la última de esas resoluciones extranjeras “…pese a ser una 

orden judicial que persigue la detención de la requerida, su 

objeto es provisional a fin de permitir el arresto preventivo de 

la requerida durante el trámite extraditorio” tratándose de 

actos diferentes en sus formas extrínsecas. Ello con base a 

diversas sentencias del Tribunal que -según su entendimiento- 

avalarían su parecer a partir de distinciones y/o similitudes 

que, según el caso, fue señalando con el sub lite. 

4º) Que si bien es cierto que, a los fines de la 

exigencia del artículo 5.b. de la Convención en cuestión, la 

pieza procesal extranjera agregada a fs. 131/141 no califica 

como “orden de detención emanada de juez competente”, en modo 

alguno puede prescindirse de que, con posterioridad a ser 

dictada, intervino el juez a cargo del Juzgado Décimo Segundo de 

Circuito Judicial del Primer Distrito Judicial de Panamá, Ramo 

Penal, con competencia en el proceso ante el cual se procura 
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someter a juzgamiento a Liz Helena De Souza; que ese magistrado  

invocó ese acto procesal extranjero como fundamento y razón de 

ser de su resolución de fecha 18 de junio de 2019 y que, además, 

acompañó ambos actos extranjeros al formular el pedido de 

extradición, ocasión en la cual destacó que “La presente 

solicitud de detención preventiva con fines de extradición, 

constituye para el órgano judicial de la República de Panamá, 

una herramienta importante que coadyuvará a la correcta 

administración de justicia, cuyo proceso pretendemos no sea 

ilusorio para la evasión de la imputada plenamente identificada, 

como ocurre en el caso que nos ocupa”. Asimismo, manifestó que 

“Esperamos que la reciprocidad que impera en las relaciones 

internacionales prevalezca en esta solicitud, en beneficio de 

una correcta Administración de Justicia, y que el traspasar las 

fronteras de un país no sea la garantía para que una persona 

evada el alcance de la acción penal, luego de la comisión de 

delitos” (fs. 212/213). 

5°) Que, en tales condiciones, la solución apelada 

desatiende la secuencia de la actuación estatal verificada tanto 

en la causa extranjera como así también en el sub lite, 

incurriendo en un excesivo rigor formal que privó de todo valor 

y efecto al contenido material del auto jurisdiccional 

extranjero de fecha 18 de junio de 2019. 

Ello así porque no hay razón por la cual no pueda 

reconocerse que, en su sustancia, ese acto extranjero no deja de 

ser una resolución jurisdiccional que restringe la libertad de 
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una persona siendo contradictorio sostener -al menos en las 

circunstancias de autos- que la misma se agotó con la finalidad 

para la cual fue dictada, es decir, para la detención preventiva 

de la requerida, cuando surge de lo actuado que fue dictada 

tiempo después de que Liz Helena De Souza fuera detenida el 21 

de mayo de 2019 (fs. 10) y sometida a arresto provisorio por 

decisión del propio juez apelado (fs. 32). 

6°) Que, por ende y contrariamente a la valoración 

que propicia el a quo y la parte apelada, habiéndose constatado 

la intervención de un “juez competente” -en circunstancias como 

las del sub lite-, la exigencia convencional resulta cumplida en 

tanto esa intervención supuso una ratificación o aprobación de 

lo actuado en sede extranjera por autoridad competente, 

cualquiera sea la diferencia que pueda tener ese derecho con el 

del foro, en lo que a la autoridad competente para dictar una 

“orden de detención” contra la persona requerida concierne.  

Tal la regla que consagró el Tribunal, frente a un 

escenario sustancialmente análogo en el que estaba en juego una 

problemática que tenía puntos de contacto con la del sub lite, 

aunque referida al artículo 13, inciso d, de la Ley de 

Cooperación Internacional en Materia Penal. Ocasión en la cual 

admitió que, habiendo sido la “orden de detención” emitida en el 

país requirente por una autoridad que, aunque competente según 

su derecho, no se ajustaba a la calificación de “resolución 

judicial” que contemplaba el marco legal allí aplicable, sin 

embargo, era factible que cumpliera con la finalidad exigida 
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mediante posterior ratificación o aprobación por un “juez 

competente” (conf. mutatis mutandis sentencia dictada, el 24 de 

agosto de 2004, en la causa CSJ 2/1999 (35-X)/CS1 “Xu Zichi s/ 

pedido de detención”).  

Asimismo, en una posterior intervención en ese mismo 

caso, la Corte precisó el concepto de “voluntad jurisdiccional” 

como “emanación de un órgano jurisdiccional independiente” y 

precisó que, mediante esa exigencia, se trata de verificar la 

configuración de un recaudo formal “que revela la imputación que 

la justicia del Estado requirente formula contra el sujeto 

requerido y que permite descartar la cooperación que se solicite 

en virtud de un procedimiento tramitado por comisiones 

especiales” (conf. mutatis mutandis Fallos: 327:3268 “Xu Zichi 

s/ pedido de detención”, considerando 2° in fine). 

A la luz de lo expuesto, cabe considerar que, la 

resolución extranjera de fecha 18 de junio de 2019 se ajusta en 

las particularidades del sub lite, a las previsiones del 

convenio multilateral aplicable. 

7°) Que lo expuesto introduce una regla consagrada 

por el Tribunal que distingue el sub lite de las circunstancias 

de hecho contempladas por la Corte Suprema en las sentencias 

previas invocadas, tanto en el auto apelado como por el señor 

Defensor General Adjunto de la Nación en defensa de los 

intereses de su pupila, lo que exime de entrar en mayores 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99779&numeroPagina=6
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99780&numeroPagina=6
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aclaraciones sobre las particularidades que confluían en cada 

uno de esos casos. 

Solo cabe señalar que, contrariamente a lo sostenido 

por la parte apelada, en Fallos: 331:2202 (“Lavezzari”) la Corte 

no se expidió en el sentido que se expresa en el escrito de 

mejora de fundamentos. Fue el juez apelado -en ese caso- quien 

afirmó que la “orden de detención preventiva con miras a 

extradición” no constituía una “resolución análoga” dentro de 

las exigencias del tratado bilateral allí aplicado (con la 

República Oriental del Uruguay, artículo 13 de la ley 25.304) 

(considerando 9°, segundo párrafo). El Tribunal no solo nada 

valoró sobre ese punto, al resolver el caso por otro orden de 

razones sino que, además, explicitó que la decisión que adoptaba 

no implicaba “convalidar la interpretación efectuada por el a 

quo en cuanto al concepto de ‘resolución análoga’ y su 

aplicación…” a ese caso (considerando 12 in fine).  

8º) Que, en un afín, pero diverso orden de ideas, es 

también inadmisible el restante argumento que hizo valer el a 

quo al considerar que la decisión jurisdiccional extranjera de 

fecha 18 de junio de 2019, a la cual ya se hizo referencia, “…no 

cumple con los requisitos exigidos a través del Tratado que rige 

el caso, toda vez que era necesario que se envíe también la 

resolución judicial que dispuso la detención de la justiciable 

en la República de Panamá”.  

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99781&numeroPagina=7
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Surge con suficiente claridad del texto convencional 

que no existe ningún recaudo de procedencia del tenor que 

refirió el a quo y, por ende, ello supuso introducir 

unilateralmente una exigencia no contemplada por la Convención 

sobre Extradición de Montevideo de 1933, lo que resulta 

inadmisible a la luz de reiterada jurisprudencia del Tribunal 

según la cual ello supone alterar unilateralmente lo que es un 

acto emanado del acuerdo, en el caso, de varias naciones 

5°(Fallos: 322:1558, considerando  y sus citas; Fallos: 

332:1309, considerando 4° y Fallos: 324:3713 y sus citas, 

entre otros).  

9º) Que la solución que se propicia concilia los tres 

intereses en juego que confluyen en un procedimiento de 

extradición (Fallos: 311:1925; 330:3977). Por un lado, los 

intereses del individuo requerido, dado que se garantiza que, 

más allá de las diferencias que puedan existir con el derecho 

del foro, la decisión de privarlo de su libertad en el marco del 

proceso extranjero quedó sometida al control y decisión de un 

“juez competente”. De otra parte, los del país requerido, porque 

salvaguarda debidamente la buena fe en la cooperación 

internacional a la luz de la jurisprudencia según la cual la 

existencia de diferencias en el modo de regular un instituto, no 

implican necesariamente que la existencia de soluciones 

disímiles sean contrarias al orden público criminal de la 

Nación, ya que postular que en todos los casos en que la ley 

extranjera es diferente a la nacional esta debe prevalecer sobre 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99788&numeroPagina=8
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99789&numeroPagina=8
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99806&numeroPagina=8
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99783&numeroPagina=8
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99805&numeroPagina=8
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aquella, implica consagrar que la única legislación extranjera 

aplicable sería la que coincidiera exactamente con las normas 

internas (conf. Fallos: 313:256 y 323:3680). Por último, los 

intereses del país requirente, al evitar que una denegación en 

los términos del auto apelado conduzca a una situación de 

impunidad u obstaculice la actuación judicial extranjera.  

Adicionalmente, la solución que se adopta es conteste 

con las reglas y principios que consagra la Convención 

Internacional contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

(aprobada por ley 25.632) vigente entre ambos países y que 

incluye el compromiso de procurar “…simplificar los requisitos 

probatorios correspondientes con respecto a cualquiera de los 

delitos a los que se aplica el presente artículo” (artículo 16 

“Extradición”, apartado 8º). Asimismo, el de aplicar el 

“mecanismo de consulta” entre los Estados Partes conforme al 

cual “Antes de denegar la extradición, el Estado Parte 

requerido, cuando proceda, consultará al Estado Parte requirente 

para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de 

proporcionar información pertinente a su alegato” (artículo 16, 

inciso 16). Ello en términos sustancialmente análogos a los que 

consagra el artículo 44, parágrafo 17 de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobada por ley 26.097, 

que también obliga a ambos países. 

10) Que, sobre la base de lo hasta aquí expuesto,

cabe revocar la resolución apelada y dada la naturaleza de las 

demás cuestiones planteadas, el Tribunal se encuentra habilitado 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99791&numeroPagina=9
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99792&numeroPagina=9
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para resolver sobre el fondo con base en el artículo 253 del 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación (conf. 

mutatis mutandis CSJ 171/2013 (49-E)/CS1 "Echarri Pareja, 

Rolando s/ extradición", resuelta el 4 de febrero de 

2016 y, más recientemente, FCB 18256/2013/CS1 “Ramírez, 

Marcelo Gastón s/ extradición”, sentencia del 3 de marzo de 

2020, considerando  8º). 

11) Que dos son las demás cuestiones que la defensa

de De Souza hizo valer en el debate para oponerse a la 

extradición de su pupila. 

Primero, porque de acuerdo a publicaciones digitales 

obrantes en la página del Ministerio Público Fiscal del país 

requirente, el proceso extranjero al que se vincula el sub lite 

estaría paralizado. Al sustanciarse una medida de prueba con la 

finalidad de esclarecer el punto, el país requirente informó 

que, pese a esa circunstancia, mantenía el interés por la 

extradición (fs. 410/413). Ante ello, la defensa cuestiona que 

esa respuesta no emanara del juez extranjero. Sin embargo, no 

tiene en cuenta que la información brindada invoca expresamente 

el oficio nº 326, del 14 de febrero de 2020, librado por ese 

magistrado y según el cual “ciertamente el expediente donde se 

mantiene como imputada la señora De Souza se encuentra en espera 

de que sea resuelta la apelación presentada, sin embargo, 

mantiene el interés de que la misma sea extraditada a fin de que 

pueda responder a los hechos que le fueron imputados” (conf. fs. 

412 y 413). 

https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99795&numeroPagina=10
https://sjconsulta.csjn.gov.ar/sjconsulta/documentos/verDocumentoByIdLinksJSP.html?idDocumento=7942221&idCita=99809&numeroPagina=10
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Segundo, porque De Souza estaría a exclusivo cargo de 

una familia de organización monoparental que, de concederse su 

extradición, se vería negativamente impactada. En especial, la 

situación de su única hija menor de edad quien, si bien en un 

principio estuvo junto a la requerida al momento de ser 

detenida, regresó junto con su abuela materna y su hermana mayor 

al país de su nacionalidad (la República Federativa del Brasil) 

(conf. informe ambiental agregado a fs. 453/454).  

Al respecto, es de aplicación la jurisprudencia del 

Tribunal según la cual no solo es el juez de la extradición, 

durante el "trámite judicial", el que puede y debe velar por 

hacer efectivo el "interés superior del niño", tal como sucedió 

en el sub lite en la medida en que así lo entendió el a quo y 

las partes se lo propusieron en el marco de las reglas que rigen 

el procedimiento, sino también cada una de las demás autoridades 

estatales que intervinieron durante el “trámite judicial" como 

las que intervendrán en lo que resta del procedimiento de 

extradición, en las sucesivas decisiones y medidas que se 

adopten, quienes deberán estudiar, en la oportunidad y bajo la 

modalidad que mejor se ajuste a las particularidades del caso y 

en forma sistemática, cómo los derechos y los intereses de los 

menores a cargo de personas requeridas pueden verse afectados, 

recurriendo a los mecanismos que brinda el ordenamiento jurídico 

argentino para reducir, al máximo posible, el impacto negativo 

que, sobre la integridad del menor pudiera, a todo evento, 
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generar la concesión de la extradición de su progenitor (Fallos: 

333:927, considerando 9° y sus citas). 

Asimismo, que ya se ha señalado la flexibilidad que, 

en la etapa de “decisión final” tiene el Poder Ejecutivo 

Nacional, a cargo de las relaciones internacionales (artículo 

99, inciso 11, de la Constitución Nacional) para el diseño de 

soluciones que, en función de las circunstancias existentes al 

momento de la toma de decisión, permitan conjugar los distintos 

intereses en juego en este tipo de procedimientos (mutatis 

mutandis Fallos: 311:1925, considerando 12 y 318:595). 

Por ello, el Tribunal resuelve: Hacer lugar al recurso 

interpuesto por el Ministerio Público Fiscal y revocar la 

resolución apelada en cuanto rechazó el pedido de extradición de 

Liz Helena De Souza y declarar procedente su extradición a la 

República de Panamá para ser sometida a proceso por el delito 

contra el orden económico en la modalidad de blanqueo de 

capitales. Notifíquese, tómese razón y devuélvase al juez de la 

causa. 
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Recurso ordinario interpuesto por el Dr. Sergio Néstor Mola, Fiscal General 

Adjunto de la Procuración General de la Nación y Cristian Hernán Magone, 

Auxiliar Fiscal, de la Fiscalía Federal n° 1 de Lomas de Zamora. Mantenido por 

el señor Procurador General de la Nación interino Dr. Eduardo E. Casal. 

Tribunal de origen: Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional nº 1 de 

Lomas de Zamora. 




